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COORDINACIÓN ESTATAL DE PROTECCIÓN CIVIL DE LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO 
Número de Oficio: SGG/PROCIVY/562/2024 
Asunto: Contestación de SOLICITUD DE INFORMACIÓN PÚBLICA 
FOLIO: 311217324000271 

Mérida, Yucatán, 11 de julio del 2024. 

Lic. José Gabriel de Jesús Puc Maldonado. 
Titular de la Unidad de Transparencia de la 
Secretaría General de Gobierno. 
Presente, 
 

Para responder a la solicitud a la información pública marcada con el número de folio 
311217324000271, realizada en fecha 02 de julio del año 2024, en la cual se solicita lo siguiente: 
 

 “Debido a que los Atlas de Riesgos son instrumentos esenciales para la elaboración de políticas públicas, 
programas, estrategias y procedimientos en todas las etapas de la gestión integral del riesgo, contribuyendo así 
a prevenir afectaciones a los derechos humanos y al medio ambiente, y en virtud de mi derecho de acceso a la 
información pública, amparado por el artículo 6, apartado A, de nuestra Constitución, solicito respetuosamente 
que se realice una búsqueda exhaustiva y razonable en los archivos de ese sujeto obligado, con el fin de 
proporcionar los documentos en versión pública o la información que responda a lo siguiente: 1. ¿Cuál es la 
última versión elaborada, aprobada y publicada del Atlas de Riesgos Estatal, integrado por los componentes que 
señala el artículo 112 del Reglamento de la Ley General de Protección Civil, o similar? 2. ¿Cuáles son las versiones 
anteriores elaboradas, aprobadas y publicadas del Atlas de Riesgos Estatal, o similares? 3. ¿Cuál es la 
normatividad aplicable a la elaboración, aprobación y publicación del Atlas de Riesgos Estatal? 4. ¿Qué 
autoridades son competentes para la elaboración, aprobación y publicación del Atlas de Riesgos Estatal? 5. 
¿Existen partidas presupuestarias o fondos estatales o federales para la elaboración, aprobación y publicación 
y/o promoción del Atlas de Riesgos Estatal? En caso afirmativo, ¿cuál es el monto para cada rubro? 6. ¿Cuál fue 
el costo de elaboración del Atlas de Riesgos Estatal vigente? 7. ¿Se recibió financiamiento de algún fondo 
estatal o nacional para la elaboración del Atlas de Riesgos Estatal vigente? En caso afirmativo, ¿cuál fue el 
monto? 8. ¿Qué metodologías fueron utilizadas para la elaboración del Atlas de Riesgos Estatal vigente? 9. 
¿Cuáles son los indicadores, parámetros, herramientas o metodologías de evaluación utilizadas para evaluar el 
Atlas de Riesgos Estatal vigente? 10. ¿Existe un visualizador web del Atlas de Riesgos Estatal vigente? 11. ¿Existe 
evidencia de la incorporación del Atlas de Riesgos Estatal al programa de desarrollo social, económico y/o 
urbano del estado? 12. ¿Cuál es la última versión elaborada, aprobada y publicada de cada uno de los Atlas de 
Riesgos Municipales de los municipios del estado, integrados por los componentes que señala el artículo 112 del 
Reglamento de la Ley General de Protección Civil, o similar? 13. ¿Existe evidencia del fomento para la 
elaboración de los Atlas de Riesgos Municipales por parte del Gobierno del Estado? 14. ¿Cuál es la normatividad 
aplicable a la elaboración, aprobación y publicación de los Atlas de Riesgos Municipales en el estado? 15. ¿Qué 
procedimientos están establecidos para la aprobación de los Atlas de Riesgos Municipales por las autoridades 
competentes del Gobierno del Estado? 16. ¿Hay directrices o lineamientos emitidos por el gobierno estatal que 
deban considerarse en la elaboración de los Atlas de Riesgos Municipales? 17. ¿Existen plazos o periodos 
establecidos por la normativa estatal para la actualización de los Atlas de Riesgos Municipales? 18. ¿Existen 
sanciones o consecuencias legales por el incumplimiento de la normativa estatal relacionada con los Atlas de 
Riesgos Municipales? 19. ¿Qué autoridad es competente para la elaboración, aprobación y publicación de los 
Atlas de Riesgos Municipales en el estado? 20. ¿Existe un fondo presupuestal estatal destinado para fomentar la 
elaboración de los Atlas de Riesgos Municipales? 21. ¿Se ha recibido financiamiento de algún fondo nacional 
para la elaboración de los Atlas de Riesgos Municipales vigentes en el estado? En caso afirmativo, ¿cuál es el 
monto? 22. ¿Qué metodologías deben ser utilizadas para la elaboración de los Atlas de Riesgos Municipales en el 
estado? 23. ¿Cómo se asegura la integridad y actualización constante de la información contenida en los Atlas 
de Riesgos Municipales? 24. ¿Cuáles son los indicadores, parámetros, herramientas o metodologías de 
evaluación utilizadas para evaluar los Atlas de Riesgos Municipales en el estado? 25. ¿Cuáles son los Sistemas 
de Alerta Temprana con los que cuenta el estado? 26. ¿Qué medidas de capacitación se ofrecen a los 
funcionarios municipales encargados de la elaboración y actualización de los Atlas de Riesgos Municipales? 27. 
¿Existen convenios de colaboración con instituciones académicas o de investigación para la elaboración y 
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actualización de los Atlas de Riesgos estatal o municipales? 28. ¿Qué mecanismos de participación ciudadana 
se han implementado en la elaboración de los Atlas de Riesgos Municipales? 29. ¿Cómo se difunde la 
información contenida en los Atlas de Riesgos estatal y municipales a la población en general? 30. ¿Qué criterios 
se utilizan para priorizar las zonas de riesgo en los Atlas de Riesgos Municipales y Estatales?” (SIC). 
 

Por este medio, me permito hacer del conocimiento del solicitante que, de la información peticionada, 
se advierte que no requirió la consulta o reproducción de documentación alguna; por el contrario, realizó una 
serie de cuestionamientos mediante los cuales espera un pronunciamiento por parte de este sujeto obligado, lo 
cual, al no estar previsto en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, resulta no ser 
materia de acceso. 
 

Para tal efecto, los artículos 1, 11 y 12 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, señalan que, en principio, toda la información gubernamental bajo el resguardo de los sujetos 
obligados, como lo es el caso de la Secretaría General de Gobierno, es pública y los particulares tendrán acceso 
a ella con las salvedades que establece la ley; dichos artículos tienen como principal objeto garantizar el 
derecho de toda persona para tener acceso a esa información, entendiendo por ésta, la contenida en los 
documentos que los sujetos obligados generen, obtengan, adquieran, transformen o conserven por cualquier 
título. 
 

Es importante señalar que la propia Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
en su artículo 3, fracción VII, define como “Documento: los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, 
oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, 
notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, 
funciones y competencias de los sujetos obligados, sus servidores públicos e integrantes, sin importar su 
fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, 
visual electrónico, informático u holográfico”. (SIC). 
 

De igual manera, los artículos 124, fracción III y 129 de la Ley General de Transparencia establecen que, 
dentro de los requisitos que deberán contener las solicitudes de acceso a la información pública, se encuentra 
la descripción de la información solicitada. Asimismo, los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los 
documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus 
facultades, competencias o funciones. 
 

Así mismo, robustece lo establecido en el criterio 2/2013 emitido por el comité de 
transparencia del Consejo de la Judicatura Federal, el cual se cita a continuación: 
“IMPROCEDENCIA DE LA SOLICITUD. SE ACTUALIZA SI EL PARTICULAR NO REFIERE DE MANERA ESPECÍFICA A QUÉ 
DOCUMENTOS LE INTERESA TENER ACCESO Y LO QUE REQUIERE DEL SUJETO OBLIGADO, ES GENERAR UN 
PRONUNCIAMIENTO O INFORME AD HOC. De los artículos 1, 2 y 6, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental, así como de los diversos 1, 4 y 5, del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental, se aprecia que, en principio, toda la información gubernamental bajo el resguardo 
de los sujetos obligados es pública y los particulares tendrán acceso a ella con las salvedades que establece la ley; 
asimismo, que aquellos tienen como principal objeto garantizar el derecho de toda persona para tener dicha información 
gubernamental, entendiendo por información, la contenida en los documentos que los sujetos obligados generen, 
obtengan, adquieran, transformen o conserven por cualquier título. Así, de conformidad con lo establecido en el 
numeral 3, fracción III, de la ley de la materia, documento es el soporte físico de cualquier naturaleza en el que se plasma 
la información y que registra el ejercicio de las facultades o la actividad de los sujetos obligados y sus servidores 
públicos, sin importar su fuente, fecha de elaboración o el medio en que se encuentren, ya sea escrito, sonoro, visual, 
electrónico, informático u holográfico. Y en términos del diverso 42 de la propia ley, los sujetos obligados sólo están 
constreñidos a entregar documentos que se encuentren en sus archivos. De lo anterior se colige que el objeto del 
derecho de acceso no es la información en abstracto, sino los documentos que consignan dicha actividad. De ahí la 
obligación que existe para las autoridades de documentar sus tareas. Ahora bien, si en una solicitud de acceso, el 
particular no refiere de manera específica a qué documentos le interesa tener acceso, sino que, por el contrario, solicita 
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que el órgano jurisdiccional o unidad administrativa “le informe” sobre diversas cuestiones, ello no puede considerarse 
materia del derecho de acceso a la información, porque lo que en realidad se persigue es generar un pronunciamiento o 
informe ad hoc.”. 
 

Expuesto lo anterior, se puede concluir que la persona peticionaria, no solicitó el acceso a la 
información en específico, ya que no requirió acceso a documentos en posesión del sujeto obligado, situación 
que desde luego no se encuentra dentro del marco de la Ley; por tanto, la solicitud aludida no cumple con lo 
exigido por la norma aplicable, pues como se ha mencionado, no refiere el documento al cual pretende tener 
acceso. 

Sin embargo, en aras de la transparencia, se le proporciona la siguiente dirección electrónica 
https://www.yucatan.gob.mx/docs/procivy/archivos/ATLAS_PELIGRO_FENOMENOS_NATURALES_YUCATAN.pdf 
en donde podrá consultar la información relativa a ATLAS DE PELIGROS POR FENOMENOS NATURALES DEL 
ESTADO DE YUCATÁN, siendo esta la información con la que se cuenta en esta Coordinación Estatal. 

 
De igual manera, en aras de la transparencia se orienta al peticionario a que, en relación al Atlas 

Municipal de Riesgos de la referida solicitud, dirija su solicitud de acceso a cada uno de los Ayuntamientos de 
cada uno de los municipios del estado de Yucatán, por ser el sujeto obligado competente que pudieran 
conocer y detentar la información solicitada. Lo anterior, a través de la Plataforma Nacional de Transparencia 
ingresando a la siguiente dirección electrónica:  http://www.plataformadetransparencia.org.mx/ 

 
Por lo anteriormente expuesto, solicito se sirva tenerme por presentado, estando en tiempo y en la 

forma legal debida, dando cumplimiento al requerimiento, quedando de Usted para cualquier aclaración. 
 

Sin más por el momento, hago propicia la ocasión para enviarle un cordial saludo.  
 

https://www.yucatan.gob.mx/docs/procivy/archivos/ATLAS_PELIGRO_FENOMENOS_NATURALES_YUCATAN.pdf
http://www.plataformadetransparencia.org.mx/

